El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PROCESO EJECUTIVO / CONTRA EMPRESAS INTERVENIDAS O EN ESTADO DE REORGANIZACIÓN / IMPROCEDENCIA DE INICIAR O DE SEGUIR ADELANTE LAS EJECUCIONES / LAS YA INICIADAS SE DEBEN REMITIR AL JUEZ DEL CONCURSO / LAS INICIADAS DESPUÉS ESTÁN AFECTADAS DE NULIDAD / CASO: SALUDCOOP EN LIQUIDACIÓN.
… anunciada la intervención de la EPS ahora ejecutada, lo que ocurrió en el año 2015, era inviable iniciar ejecución alguna en su contra con posterioridad, y se sabe que este trámite ejecutivo, no el declarativo, comenzó sobre el año 2017. He ahí una primera distinción, que una cosa era el ordinario, en el que, en su momento, se ordenó vincular al liquidador, pues ninguna norma se oponía a que siguiera su trámite. Pero, impuesta la condena y en firme el fallo, lo que seguía era la ejecución, que, como rezan las normas transcritas, se tornaba improcedente ante el juez ordinario, pues la efectividad de la misma solo puede lograrse dentro del trámite de la liquidación, efecto para el cual, se asume, el liquidador, enterado de la existencia de los procesos que para entonces se adelantaban por la vía ordinaria contra la entidad, ha debido realizar las reservas pertinentes, lo que es ajeno al trámite de la ejecución que se inició. (…)
Señaló la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, que sirve de criterio auxiliar, en la sentencia SC16880-2017, del 18 de octubre de ese año, al hacer alusión a las citadas normas de la Ley 1116, que: (…)
Cuando el recaudo únicamente se dirige contra el deudor que incurre en cesación de pagos o se encuentra en situación de incapacidad de cumplir de que trata dicho régimen, no existe discusión en el sentido que los pleitos precedentes deben remitirse al juez del concurso y no es posible impulsar los que se pretendan con posterioridad por fuera de aquel. El incumplimiento de esas directrices es lo que ocasiona la nulidad de que trata el referido artículo 20, a solicitud ya sea del obligado o del promotor.
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Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandante contra el auto del 10 de diciembre de 2018, proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en este proceso ejecutivo iniciado a continuación del ordinario que se surtió entre Olga Marina Alzate y otros contra Saludcoop EPS en liquidación. 




En el referido auto, a petición de la entidad ejecutada, decidió el Juzgado declarar la nulidad de la actuación, a consecuencia de lo cual dejó sin efecto el mandamiento ejecutivo y dispuso el levantamiento de las medidas cautelares adoptadas.





Para tal efecto, dijo el juzgado que las normas que regulan la toma de posesión de los bienes de la demandada y las de reorganización que le son aplicables, no dejan alternativa diferente a la de la nulidad, dado que Saludcoop EPS entró en ese estado.





Contra esa decisión se interpusieron los recursos de reposición y apelación, porque, en sentir de la parte ejecutante, al momento de convocar al liquidador al proceso ordinario solo existía una expectativa sobre los derechos en litigio y el liquidador ha debido efectuar la reserva pertinente, en aplicación del artículo 9.1.3.5.10 del Decreto 2555 de 2010; como ese deber se incumplió y ya hay un derecho adquirido, se erige en una nueva acreencia a pagar con cargo a la reserva razonable de contingencias. Además, a la entidad se le han notificado todas las actuaciones surtidas hasta el momento, lo que deja entrever la razón para seguir adelante la ejecución. 





CONSIDERACIONES

1.
Esta Sala Unitaria es competente para desatar la alzada, en atención a lo previsto en el artículo 35 del CGP.  

2.
Debe dirimirse aquí si se confirma la decisión de primer grado que declaró la nulidad de la actuación, o la revoca, como pretende la parte ejecutante. 

3. 
Se recuerda que para arribar a la conclusión que se discute, el Juzgado atendió la intervención de la empresa demandada y halló que de acuerdo con las reglas que regulan la toma de posesión y la reorganización empresaria, una vez abierto el trámite respectivo, se tornaba imposible librar la orden ejecutiva. 

Los demandantes insisten en que como tal suceso ocurrió cuando apenas se tramitaba el proceso ordinario, debía el liquidador realizar la reserva suficiente para el pago y, por ello, es viable seguir adelante la actuación. 

4. 
Pues bien, para decirlo de entrada, la razón está de parte de la funcionaria. 

En primer término, se trae a colación la Resolución 002414 de 2015, emitida por la Superintendencia Nacional de Salud, por medio de la cual se ordenó la toma de posesión inmediata de los bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa para liquidar SALUDCOOP ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD ORGANISMO COOPERATIVO, en la que quedó ordenado lo siguiente: 
m) La suspensión de los procesos de ejecución en curso y la imposibilidad de admitir nuevos procesos de esta clase contra la entidad objeto de toma de posición y de intervención forzosa administrativa para liquidar por razón de obligaciones anteriores a dicha medida. A los procesos ejecutivos se aplicarán en lo pertinente las reglas previstas por los artículos 20 y 70 de la Ley 1116 de 2006, y cuando allí se haga referencia a concordato se entenderá que se hace relación al proceso de toma de posesión y de intervención forzosa administrativa para liquidar. La actuación correspondiente será remitida al Agente Especial Liquidador. 

p) El que todos los acreedores, incluidos los garantizados, quedarán sujetos a las medidas que se adopten para la toma de posesión y de intervención forzosa administrativa para liquidar, por lo cual para ejercer sus derechos y hacer efectivo cualquier tipo de garantía de que disponen frente a la entidad intervenida, deberán hacerlo dentro del proceso de toma de posesión y de intervención forzosa administrativa para liquidar y de conformidad con las disposiciones que lo rigen. 




Como esa Resolución remite sin ambages a los artículos 20 y 70 de la Ley 116 de 2006, es menester recordar su contenido: 
ARTÍCULO 20. NUEVOS PROCESOS DE EJECUCIÓN Y PROCESOS DE EJECUCIÓN EN CURSO. A partir de la fecha de inicio del proceso de reorganización no podrá admitirse ni continuarse demanda de ejecución o cualquier otro proceso de cobro en contra del deudor. Así, los procesos de ejecución o cobro que hayan comenzado antes del inicio del proceso de reorganización, deberán remitirse para ser incorporados al trámite y considerar el crédito y las excepciones de mérito pendientes de decisión, las cuales serán tramitadas como objeciones, para efectos de calificación y graduación y las medidas cautelares quedarán a disposición del juez del concurso, según sea el caso, quien determinará si la medida sigue vigente o si debe levantarse, según convenga a los objetivos del proceso, atendiendo la recomendación del promotor y teniendo en cuenta su urgencia, conveniencia y necesidad operacional, debidamente motivada.

El Juez o funcionario competente declarará de plano la nulidad de las actuaciones surtidas en contravención a lo prescrito en el inciso anterior, por auto que no tendrá recurso alguno.

El promotor o el deudor quedan legalmente facultados para alegar individual o conjuntamente la nulidad del proceso al juez competente, para lo cual bastará aportar copia del certificado de la Cámara de Comercio, en el que conste la inscripción del aviso de inicio del proceso, o de la providencia de apertura. El Juez o funcionario que incumpla lo dispuesto en los incisos anteriores incurrirá en causal de mala conducta.

ARTÍCULO 70. CONTINUACIÓN DE LOS PROCESOS EJECUTIVOS EN DONDE EXISTEN OTROS DEMANDADOS. En los procesos de ejecución en que sean demandados el deudor y los garantes o deudores solidarios, o cualquier otra persona que deba cumplir la obligación, el juez de la ejecución, dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comunicación que le informe del inicio del proceso de insolvencia, mediante auto pondrá tal circunstancia en conocimiento del demandante, a fin que en el término de su ejecutoria, manifieste si prescinde de cobrar su crédito al garante o deudor solidario. Si guarda silencio, continuará la ejecución contra los garantes o deudores solidarios.

Estando decretadas medidas cautelares sobre bienes de los garantes, deudores solidarios o cualquier persona que deba cumplir la obligación del deudor, serán liberadas si el acreedor manifiesta que prescinde de cobrar el crédito a aquellos.

Satisfecha la acreencia total o parcialmente, quien efectúe el pago deberá denunciar dicha circunstancia al promotor o liquidador y al juez del concurso para que sea tenida en cuenta en la calificación y graduación de créditos y derechos de voto.

De continuar el proceso ejecutivo, no habrá lugar a practicar medidas cautelares sobre bienes del deudor en reorganización, y las practicadas respecto de sus bienes quedarán a órdenes del juez del concurso, aplicando las disposiciones sobre medidas cautelares contenidas en esta ley.

PARÁGRAFO. Si al inicio del proceso de insolvencia un acreedor no hubiere iniciado proceso ejecutivo en contra del deudor, ello no le impide hacer efectivo su derecho contra los garantes o codeudores.





Hasta aquí, con la sola lectura de estas normas, se desprende que, anunciada la intervención de la EPS ahora ejecutada, lo que ocurrió en el año 2015, era inviable iniciar ejecución alguna en su contra con posterioridad, y se sabe que este trámite ejecutivo, no el declarativo, comenzó sobre el año 2017. He ahí una primera distinción, que una cosa era el ordinario, en el que, en su momento, se ordenó vincular al liquidador, pues ninguna norma se oponía a que siguiera su trámite. Pero, impuesta la condena y en firme el fallo, lo que seguía era la ejecución, que, como rezan las normas transcritas, se tornaba improcedente ante el juez ordinario, pues la efectividad de la misma solo puede lograrse dentro del trámite de la liquidación, efecto para el cual, se asume, el liquidador, enterado de la existencia de los procesos que para entonces se adelantaban por la vía ordinaria contra la entidad, ha debido realizar las reservas pertinentes, lo que es ajeno al trámite de la ejecución que se inició. 





De otra parte, es evidente que no siempre la consecuencia ha de ser la nulidad, porque si se trataba de ejecuciones ya iniciadas, lo que correspondía hacer al juez era remitir la actuación al juez de la liquidación; y si en ella intervenían otros ejecutados, diferentes al deudor que entró en la cesación, debía ajustarse la situación a la regla del artículo 70, para que el acreedor decidiera si continuaba contra ellos el trámite, en cuyo caso, así se debía proceder, a la vez que a remitir lo concerniente al intervenido a la autoridad correspondiente. 





Sucede, sin embargo, que en este caso, el único deudor es la EPS en liquidación, con lo que la opción del artículo 70 se viene a menos; y, además, la ejecución se inició en contravía de la ley, después de que se ordenó la toma de posesión de los bienes de Saludcoop EPS, con lo cual, la alternativa, para este preciso caso, no era diferente a la de la nulidad, que fue por la que optó el juzgado.





Señaló la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sede de tutela, que sirve de criterio auxiliar, en la sentencia SC16880-2017, del 18 de octubre de ese año, al hacer alusión a las citadas normas de la Ley 1116, que: 
Los preceptos contienen varios supuestos que deben ser tenidos en cuenta en cada caso, ya sea que se trate de acciones ejecutivas iniciadas con antelación a la apertura del trámite de insolvencia o con posterioridad, así como que las obligaciones sean únicamente a cargo del deudor beneficiado con el mismo o que involucre a codeudores y avalistas, que de haberlos hace necesario agotar un paso previo de consulta antes de la continuación o cese del cobro compulsivo.

Cuando el recaudo únicamente se dirige contra el deudor que incurre en cesación de pagos o se encuentra en situación de incapacidad de cumplir de que trata dicho régimen, no existe discusión en el sentido que los pleitos precedentes deben remitirse al juez del concurso y no es posible impulsar los que se pretendan con posterioridad por fuera de aquel. El incumplimiento de esas directrices es lo que ocasiona la nulidad de que trata el referido artículo 20, a solicitud ya sea del obligado o del promotor.

La situación difiere cuando los créditos están respaldados por terceros, que es la circunstancia de que trata el complementario artículo 70, ya que en esos eventos la remisión del expediente en curso no es inmediata ni las consecuencias de la apertura del concurso se extienden indefectiblemente a los coobligados. Tan es así que es optativo para el acreedor proseguir con la ejecución ya librada solo contra estos o iniciar la que esté pendiente sin dirigirla contra el concursado, sin que ello quiera decir que renuncie a la posibilidad de satisfacción por éste o que el pago que se reciba en el singular pierda relevancia en el otro asunto.

De todas maneras en ninguno de esos acontecimientos se habla de terminación del proceso ejecutivo preexistente, puesto que las consecuencias subsiguientes al inicio del proceso de reorganización son el envío de todas las ejecuciones donde figure como único demandado el deudor de que tratan y, además, aquellas en las que a pesar de ser varios los ejecutados se renunció de cobrarle a los restantes una vez cumplido el aviso. 





Así que, una vez cobró ejecutoria la sentencia dentro del proceso ordinario, han debido los demandantes, como en efecto lo hicieron, según se afirma en el hecho 10 del escrito de folio 68 de estas copias, acudir a efectuar la reclamación respectiva, para que, con cargo a las reservas que pudieran haberse efectuado. Que estas existan o no, es asunto que escapa al control del juez de la ejecución. 




Acertó, por tanto, la funcionaria de primer grado y su decisión será confirmada, sin perjuicio de que se adicione la resolución para proceder, en beneficio de los ejecutantes, a informar a la Superintendencia sobre la existencia del fallo emitido dentro del proceso ordinario, con sus notas de ejecutoria. Así deberá hacerlo el juez de primer grado. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE:





CONFIRMAR el auto del 10 de diciembre de 2018, proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, en este proceso ejecutivo iniciado a continuación del ordinario que se surtió entre Olga Marina Alzate y otros contra Saludcoop EPS en liquidación. 





ADICIONAR esa providencia en el sentido de que el Juzgado deberá informar a la Superintendencia Nacional de Salud sobre la sentencia proferida en el proceso declarativo, para los fines a que haya lugar. 





Notifíquese





El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
